	Fecha
	 15 de febrero de 1967
	Sesión número
	3

	Motivo: Amparo

	Recurrente: DELIA ROGRÍGUEZ LEÓN

	Recurrido: GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE ALAJUELA

	Objeto del recurso: Alega la recurrente que arrienda una vivienda a la hermana del señor Marco Tulio Hidalgo, de grata memoria. Que el Gobernador de Alajuela dictó una resolución que no le ha sido notificada, y en la cual no se le otorgó ninguna participación, ordenando el desalojo de su casa de habitación, por la vía administrativa, marginado en todo el acto de lo que dispone la Ley de Subsistencia Social e Inquilinato.  Que tal desalojo fue realizado por miembros del Resguardo Fiscal, quienes manifestaron que se hacía con instrucciones del Gobernador de Alajuela.  Alega violación de los artículos 41 y 45 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que ordenó el desalojo de las casas habitadas por las señoras María Eugenia Villalobos y Delia Rodríguez León; casas o patios dedicados al comercio del licor clandestino y sexual, ambas de propiedad de las hermanas Castro Hidalgo de esta ciudad. Que la recurrente disfrutó de más de 24 horas de tolerancia después de la notificación y de la orden impartida, y se procedió a sacar de la casa sus haberes. Que ese Despacho ordenó lo anterior, de conformidad con resolución de las 11 horas del día 30 de junio de 1966, confirmada por la resolución del Ministerio de Gobernación y Policía de las 13 horas y 30 minutos del 11 de agosto de 1966; cuando se ordenaba el desalojo de todas las casas de propiedad de las hermanos Castro Hidalgo, sita en frente del Cuartel de esta Ciudad.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. La recurrente no aparece que tuviere intervención alguna en las diligencias que remataron con la orden de cierre de las casas a que se contrae la resolución dictada por el señor Gobernador de Alajuela en junio del año pasado, confirmada por el Ministerio de Gobernación en agosto siguiente.  Por ese motivo, pareciera no ser legítimo que aquella orden se ejecutara contra la señora Delia Rodríguez León. Más tal actuación no puede ser enmendada por la vía del Recurso de Amparo, que sólo se otorga para mantener o restablecer el goce de los derechos o garantías que establece la Constitución Política. Conviene advertir que la señora Pacífica Hidalgo Bolaños declaró en las diligencias a que se refiere el presente, que la casa arrendada a la recurrente es una de las ordenadas desalojar por la indicada resolución del Gobernador de Alajuela, “por realizarse ahí, actos contrarios a la moral y las buenas costumbres”.


N° 3
SESIÓN DE CORTE INTERINA celebrada a las nueve horas del día quince de febrero de mil novecientos sesenta y siete, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós y Trejos.
Artículo Único
Se conoció del recurso de Amparo establecido por la señora Delia Rodríguez León contra el señor Gobernador de la Provincia de Alajuela, en el cual se alega: “1.- Hace veintisiete años, arrendé una modesta vivienda al señor Marco Tulio Hidalgo, de grata memoria. Durante todo ese tiempo, fui cumplida en el pago. 
2.- El arriendo fue primero por ocho colones mensuales, posteriormente, me subió el alquiler a doce colones por mes y por último, la viuda del señor Castro, me aumentó el precio del alquiler a dieciséis colones por mes.- 
3.- El señor Gobernador de Alajuela, por gestión de la viuda de Castro, dictó una resolución que no me ha sido notificada, y en la cual no se me otorgó ninguna participación, ordenando el desalojo de mi casa de habitación.  Es decir, se ingeniaron la forma y el modo de hacer, por la vía administrativa, la privación del derecho de propiedad, marginado en todo el acto, de lo que en realidad dispone la Ley de Subsistencia Social e Inquilinato.  
4.- Hoy, intempestivamente y con violación flagrante de todas la leyes, se presentó el Resguardo Fiscal y en forma arbitraria, me  colocó los muebles y enseres en el patio de la casa, dejando a la intemperie y haciendo de mis derechos, un mundo de infamias. Al ser consultado sobre la razón para actuar en la forma y en el modo que se indica, me manifestaron que se hacía con instrucciones del señor Gobernador de Alajuela. 
5.- El artículo 41 de la Constitución Política, determina que ocurriendo a las leyes todos han de encontrar justicia y reparación para los daños que sufran en su persona, propiedad o intereses morales.  El artículo 45 del mismo Estatuto Fundamental, determina que la PROPIEDAD ES INVIOLABLE y fija los casos en que la misma puede ser violada.  Una resolución administrativa, sin mediar el derecho y convencer en juicio de la pena que se imponga, no puede en manera alguna producir efectos de orden condenatorio. Así las cosas, el jefe del Resguardo y el señor Gobernador de la Provincia, han violado en mi perjuicio mi derecho de propiedad y puedo ocurrir ante la Corte Plena en Recurso de Amparo para que se ordene la paralización del desalojo, mientras tanto se dicta resolución judicial, en amparo de mis derechos, reservándome desde luego, la acción penal que pueda caber en este caso.-
-DERECHO-

Fundo este recurso en lo que disponen los artículos 1, 2, 3, 4, 5 y siguientes de la ley de amparo vigente y artículos 41, 45 y siguientes de la Constitución Política en vigencia.
-ACCIÓN-

Con sustento en los hechos expuestos y al tenor de las disposiciones legales que me he permitido enunciar, vengo ante la CORTE PLENA, estableciendo formal recurso de AMPARO contra el señor Gobernador de Alajuela don ALEJANDRO MORERA SOTO, mayor, casado, Gobernador de la Provincia y de este domicilio, para que en sentencia se declare con lugar el recurso y se determine que tengo el derecho de continuar en mi casa de habitación. Siendo el recurso contra el Gobernador, corresponde por imperio legal su conocimiento a la Corte Plena. Pido que se disponga interlocutoriamente, remitiendo telegrama al señor Gobernador, la paralización de la orden de lanzamiento, ya que la misma no está dictada por autoridad competente ni ha mediado juicio formal-“

El señor Gobernador de la Provincia de Alajuela, contestó su informe así: “Mediante oficio No. 796-B de fecha 15 de los corrientes, esta Gobernación a mi cargo ordenó al señor Capitán Gmo. Esteban Murillo Porras, Inspector Provincial de Hacienda de Alajuela, el desalojo en el término de cuarenta y ocho horas de las casas habitadas por las señoras María Eugenia Villalobos, conocida sólo por “Maruja”, y Delia Rodríguez León; casas o patios dedicados al comercio del licor clandestino y sexual, ambas de propiedad de las hermanas Castro Hidalgo de esta ciudad.- Con fecha 19 de los corrientes, se recibió el Oficio N° 286-66 A 1º del Resguardo Fiscal de esta Ciudad, que textualmente dice: “Señor Alejandro Morera Soto, Gobernador de la Provincia, Alajuela. Estimado señor: Paso a informarle que en cumplimiento a la colaboración solicitada por Ud. mediante Oficio N° 796-B del 15 de los presentes; hoy patrulla de este Resguardo se apersonó en casa que habita la Sra. María Eugenia Villalobos conocida por “Maruja” comprobando que había sido desocupada, posteriormente se apersonaron en casa habitada por Delia Rodríguez en donde se procedió a desalojar los haberes que ahí se encontraban dejándolos en el patio de la misma casa que tiene salida a la calle y colocándose ellos de esta Inspección en la puerta de entrada de la casa en referencia- Sin otro particular, me suscribo de usted muy atento servidor. Capitán Gmo. Esteban Murillo P. Insp. Prov. de Hda. de Alajuela.- Como se puede apreciar del informe del Capitán Murillo Porras, la señora Rodríguez León disfrutó de más de veinticuatro horas de tolerancia después de la notificación y de la orden impartida, y fue así como hasta el diecinueve se procedió a sacar de la casa los haberes de Delia Rodríguez.- Este Despacho ordenó lo anterior, de conformidad con resolución nuestra de las once horas del día treinta de junio de 1966, confirmada por la N° 171 del Ministerio de Gobernación y Policía de las trece horas y treinta minutos del once de agosto de 1966; cuando se ordenaba el desalojo de todas las casas de propiedad de las hermanos Castro Hidalgo, sita en frente del Cuartel de esta Ciudad, en la que iba incluida la que habitaba Jorge Luis González Quirós que tiene vínculos personales con la recurrente y que habita esas casas de las hermanas Castro Hidalgo.  Por tratarse de las mismas casas en que se había dispuesto el desalojo en resoluciones arriba citadas, este Despacho ordenó lo anterior, a solicitud de las copropietarias de los vecinos decentes de ese sector, y en reguardo del orden público y de la salud del pueblo de esta jurisdicción, según facultades que me concede el artículo 50 de la Ley de Ordenanzas Municipales.- Considero además que en ninguna forma se puede haber violado el derecho de propiedad consagrado en el artículo 45 de la Constitución Política citado por Delia Rodríguez, al compartir el criterio sostenido por los señores Magistrados Baudrit, Quirós, Jugo y Trejos, cuando esa Honorable Corte Suprema de Justicia, en sesión de Corte Plena celebrada el lunes siete de noviembre del presente año, declaró sin lugar el recurso de amparo interpuesto por Nereida o Mireya Zonta Salas en mi contra: “Reiteradamente ha dispuesto esta Corte que no procede el amparo en situaciones similares, en atención a que las autoridades administrativas proceden en el ejercicio de atribuciones propias, dispuestas por leyes de interés público; y si pudiera estimarse que la garantía consagrada en el artículo 45 de la Carta Política, protege aun a los titulares de derechos de arrendamiento, es claro que esa protección no puede brindarse sino para el uso legítimo del mismo y no para Amparar el abuso del derecho, que va en perjuicio de la moralidad pública sin duda.”  Por lo expuesto, muy respetuosamente solicita se declare sin lugar el recurso de amparo interpuesto.”

Este Tribunal por resolución de las diez horas del primero de presente mes, ordenó lo siguiente: “Para mejor proveer y con remisión del expediente se comisiona al Alcalde Tercero de Alajuela a fin de que a la mayor brevedad, sin intervención de partes, reciba declaración a la señora Pacífica de Castro, acerca de que si el recibo que la recurrente acompañó en su escrito inicial, corresponde a alquiler de alguna de las casas ordenadas desalojar por dicho señor Gobernador, situadas frente al Cuartel de Alajuela, en las diligencias por “Denuncia casas de lenocinio en propiedades de las hermanas Castro Hidalgo”, que se adjuntan; y en su caso, acerca de qué relación existe entre esa casa y la arrendada a Jorge Luis González Quirós.”  
Discutido el asunto se acordó declarar sin lugar el recurso con fundamento en las siguientes razones:

En realidad, la recurrente no aparece que tuviere intervención alguna en las diligencias que remataron con la orden de cierre de las casas a que se contrae la resolución dictada por el señor Gobernador de Alajuela a las once horas del treinta de junio del año pasado, confirmada por el Ministerio de Gobernación a las trece y media horas del once de agosto siguiente.  Por ese motivo, pareciera no ser legítimo que aquella orden se ejecutara contra la señora Delia Rodríguez León. Más tal actuación no puede ser enmendada por la vía del Recurso de Amparo, que sólo se otorga para mantener o restablecer el goce de los derechos o garantías que establece la Constitución Política, distintos del de la libertad, que está protegido por el de Hábeas Corpus, tanto más cuanto la quejosa reclama que se ha “violado en mi perjuicio mi derecho de propiedad”, sea el que me protege el número 45 de la Carta, y ya se ha dicho repetidamente por la Corte Suprema de Justicia que esa norma es ajena al de arrendamiento; “y si pudiera estimarse que la garantía consagrada en el artículo 45 de la Carta Política, protege aún a los titulares del derecho de arrendamiento, es claro que esa protección no puede brindarse sino para el uso legítimo del mismo y no para amparar el abuso del derecho, que va en perjuicio de la moralidad Pública sin duda”,  como advertimos los Magistrados presentes, junto con el Magistrado Jugo, al resolver un recurso de Amparo relacionado con las propias casas de que se trata, en Sesión de Corte Plena del siete de noviembre del año pasado. Conviene advertir que la señora Pacífica Hidalgo Bolaños declaró en las diligencias a que se refiere el presente, que la casa arrendada a la recurrente es una de las ordenadas desalojar por la indicada resolución del Señor Gobernador de Alajuela, “por realizarse ahí, actos contrarios a la moral y las buenas costumbres”, como expresa la confirmatoria del Ministerio de Gobernación. 
